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[…]

I.	 Introducción de la Causa

1.	 El 4 de junio de 1998 la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en ade-

lante “la Comisión” o “la Comisión Interamericana”) sometió ante la Corte una de-

manda contra el Estado de Nicaragua (en adelante “el Estado” o “Nicaragua”) que 

se originó en la denuncia Nº 11.577, recibida en la Secretaría de la Comisión el 2 de 

octubre de 1995.

2.	 (…) La Comisión presentó este caso con el fin de que la Corte decidiera si el Estado 

violó los artículos 1 (Obligación de Respetar los Derechos), 2 (Deber de Adoptar Disposi-

ciones de Derecho Interno), 21 (Derecho a la Propiedad Privada) y 25 (Protección Judicial) 

de la Convención, en razón de que Nicaragua no ha demarcado las tierras comunales de 

la Comunidad Awas Tingni, ni ha tomado medidas efectivas que aseguren los derechos 

de propiedad de la Comunidad en sus tierras ancestrales y recursos naturales, así como 

por haber otorgado una concesión en las tierras de la Comunidad sin su consentimiento 

y no haber garantizado un recurso efectivo para responder a las reclamaciones de la Co-

munidad sobre sus derechos de propiedad.

[…]

VIII.	 Violación del artículo 25 Protección Judicial

[…]

Consideraciones de la Corte

[…]

115.	En el presente caso, el análisis del artículo 25 de la Convención debe hacerse desde 

dos perspectivas. En primer lugar debe analizarse si existe o no un procedimiento para la 

titulación de tierras que reúna las características ya señaladas y, en segundo lugar, debe 

establecerse si los recursos de amparo presentados por miembros de la Comunidad fue-

ron resueltos de conformidad con dicho artículo 25.

[…]
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a)	 Existencia de un procedimiento para la titulación y demarcación de tierras 

indígenas:

[…]

122.	(…) la Corte considera evidente la existencia de una normativa que reconoce y pro-

tege la propiedad comunal indígena en Nicaragua.

123.	Ahora bien, pareciera que el procedimiento para la titulación de tierras ocupadas 

por grupos indígenas no está claramente regulado en la legislación nicaragüense. Según 

el Estado, el marco jurídico para conducir el proceso de titulación de las comunidades 

indígenas en el país es el establecido en la Ley Nº 14, “Reforma a la Ley de Reforma Agra-

ria”, y dicho proceso debe adelantarse ante el Instituto Nicaragüense de Reforma Agraria 

(INRA). La Ley Nº 14 establece los procedimientos para garantizar la propiedad de la tierra 

a todos aquellos que la trabajan productiva y eficientemente, después de disponer que 

pueden declararse “afectas” a la reforma agraria las propiedades en abandono, ociosas, 

deficientemente explotadas, las tierras dadas en arriendo o cedidas bajo cualquier otra 

forma de modalidad, las tierras que no están siendo trabajadas directamente por sus 

dueños, sino por campesinos en mediería, aparcería, colonato, precarismo u otras formas 

de explotación campesina, y las tierras que están siendo trabajadas por cooperativas o 

campesinos organizados bajo cualquier otra modalidad asociativa. Sin embargo, consi-

dera esta Corte que dicha Ley Nº 14 no establece un procedimiento específico para la de-

marcación y la titulación de las tierras ocupadas por comunidades indígenas, atendiendo 

a sus características particulares. 

[…]

126.	Por otra parte, está probado que desde 1990 no se han titulado tierras a comunida-

des indígenas (…).

127.	En razón de lo expuesto, esta Corte considera que en Nicaragua no existe un proce-

dimiento efectivo para delimitar, demarcar y titular las tierras comunales indígenas.

b)	 Diligencias administrativas y judiciales:

128. Debido a la ausencia de legislación específica y efectiva para el ejercicio de los de-

rechos de las comunidades indígenas y al hecho de que el Estado ha dispuesto de las tie-
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rras ocupadas por comunidades indígenas mediante el otorgamiento de una concesión, 

el “Diagnóstico general sobre la tenencia de la tierra en las comunidades indígenas de 

la Costa Atlántica” realizado por el Central American and Caribbean Research Council, 

señala que “se ha recurrido en varias ocasiones al ‘recurso de amparo’, alegando que 

una concesión estatal (normalmente a una empresa maderera) interfiere con los derechos 

comunales de determinada comunidad indígena”.

[…]

131.	(…) esta Corte ha sostenido que la institución procesal del amparo reúne las carac-

terísticas necesarias para la tutela efectiva de los derechos fundamentales50, esto es, la de 

ser sencilla y breve. (…)

[…]

134.	En razón de los criterios establecidos en la materia por esta Corte y en consideración 

de los alcances de la razonabilidad del plazo en procesos judiciales51, puede afirmarse que 

el procedimiento que se siguió ante las diversas instancias que conocieron de los amparos 

en este caso desconoció el principio de plazo razonable consagrado en la Convención 

Americana. De acuerdo con los criterios de este Tribunal, los recursos de amparo resul-

tarán ilusorios e inefectivos, si en la adopción de la decisión sobre éstos incurre en un 

retardo injustificado52.

135.	(…) la Corte ya ha dicho que el artículo 25 de la Convención se encuentra ínti-

mamente ligado con la obligación general del artículo 1.1 de la misma, que atribuye 

50	 cfr. Caso del Tribunal Constitucional, Sentencia de 31 de enero 2001. Serie C Nº 71 párr. 91 y Garantías 

Judiciales en Estados de Emergencia (arts. 27.2, 25 y 8 Convención Americana sobre Derechos Humanos), 

Opinión Consultiva OC-9/87 del 6 de octubre de 1987. Serie A Nº 9, párr. 23.

51	 cfr. Caso del Tribunal Constitucional, Sentencia de 31 de enero 2001. Serie C Nº 71párr. 93; Caso Paniagua 

Morales y otros. Sentencia de 8 de marzo de 1998. Serie C Nº 37, párr. 152; y Caso Genie Lacayo. Sentencia 

del 29 de enero de 1997. Serie C Nº 30, párr. 77.

52	 cfr. Caso Ivcher Bronstein, Sentencia de 6 de febrero de 2001. Serie C Nº 74 párr. 137; Caso del Tribunal 

Constitucional, Sentencia de 31 de enero 2001. Serie C Nº 71, párr. 93; y Garantías Judiciales en Estados 

de Emergencia (arts. 27.2, 25 y 8 Convención Americana sobre Derechos Humanos), Opinión Consultiva 

OC-9/87 del 6 de octubre de 1987. Serie A Nº 9, párr. 24.
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funciones de protección al derecho interno de los Estados Partes, de lo cual se desprende 

que el Estado tiene la responsabilidad de diseñar y consagrar normativamente un recurso 

eficaz, así como la de asegurar la debida aplicación de dicho recurso por parte de sus 

autoridades judiciales53.

[…]

138.	La Corte considera que es necesario hacer efectivos los derechos reconocidos en 

la Constitución Política y en la legislación nicaragüense, de conformidad con la Con-

vención Americana. En consecuencia, el Estado debe adoptar en su derecho interno, 

de conformidad con el artículo 2 de la Convención Americana, las medidas legislativas, 

administrativas y de cualquier otro carácter que sean necesarias para crear un mecanismo 

efectivo de delimitación, demarcación y titulación de la propiedad de los miembros de la 

Comunidad Mayagna Awas Tingni, acorde con el derecho consuetudinario, valores, usos 

y costumbres de ésta.

139.	Por todo lo expuesto, la Corte concluye que el Estado violó el artículo 25 de la 

Convención Americana, en perjuicio de los miembros de la Comunidad Mayagna (Sumo) 

Awas Tingni, en conexión con los artículos 1.1 y 2 de la Convención. 

IX.	Violación del artículo 21 - Derecho a la Propiedad 
Privada55

[…]

Consideraciones de la Corte

[…]

53	 cfr. Caso Villagrán Morales y otros (Caso de los “Niños de la Calle”). Sentencia de 19 de noviembre de 1999. 

Serie C Nº 63, párr. 237; ver también, Caso Ivcher Bronstein, Sentencia de 6 de febrero de 2001. Serie C Nº 

74 párr. 135; y Caso Cantoral Benavides, supra nota 48, párr. 163.

55	 Los textos del artículo 21 de la Convención en español, inglés, portugués y francés no tienen una variación 

sustancial. La única diferencia es que el epígrafe del texto en inglés dice “Derecho de Propiedad” (Right to 

Property) mientras que en los restantes tres idiomas dice “Derecho a la Propiedad Privada”.
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143.	El artículo 21 de la Convención Americana reconoce el derecho a la propiedad 

privada. A este respecto establece: a) que “[t]oda persona tiene derecho al uso y goce 

de sus bienes”; b) que tales uso y goce se pueden subordinar, por mandato de una ley, 

al “interés social”; c) que se puede privar a una persona de sus bienes por razones de 

“utilidad pública o de interés social y en los casos y según las formas establecidas por la 

ley”; y d) que dicha privación se hará mediante el pago de una justa indemnización.

144.	Los “bienes” pueden ser definidos como aquellas cosas materiales apropiables, así 

como todo derecho que pueda formar parte del patrimonio de una persona; dicho con-

cepto comprende todos los muebles e inmuebles, los elementos corporales e incorpora-

les y cualquier otro objeto inmaterial susceptible de tener un valor56.

145.	Durante el estudio y consideración de los trabajos preparatorios de la Convención 

Americana sobre Derechos Humanos se reemplazó la frase “[t]oda persona tiene el dere-

cho a la propiedad privada, pero la ley puede subordinar su uso y goce al interés público” 

por la de “[t]oda persona tiene derecho al uso y goce de sus bienes. La Ley puede subor-

dinar tal uso y goce al interés social”. Es decir, se optó por hacer referencia al “uso y goce 

de los bienes” en lugar de “propiedad privada”57.

146.	Los términos de un tratado internacional de derechos humanos tienen sentido autó-

nomo, por lo que no pueden ser equiparados al sentido que se les atribuye en el derecho 

interno. Además, dichos tratados de derechos humanos son instrumentos vivos cuya 

interpretación tiene que adecuarse a la evolución de los tiempos y, en particular, a las 

condiciones de vida actuales58.

56	 cfr. Caso Ivcher Bronstein, Sentencia de 6 de febrero de 2001. Serie C Nº 74, párr. 122.

57	 En el estudio y consideración de los trabajos preparatorios de la Convención Americana sobre Derechos 

Humanos, el derecho a la propiedad privada fue uno de los más extensamente debatidos en el seno de la 

Comisión. Desde el primer momento las delegaciones manifestaron la existencia de tres corrientes ideológi-

cas, a saber: una tendencia a suprimir del texto del proyecto toda referencia al derecho de propiedad; otra 

tendencia a consagrar el texto del proyecto tal y como fue presentado, y una tercera posición conciliadora 

que reforzaría la función social de la propiedad. Finalmente prevaleció el criterio de incorporar el derecho de 

propiedad en el texto de la Convención.

58	 cfr. El Derecho a la Información sobre la Asistencia Consular en el Marco de las Garantias del Debido Proceso 

Legal. Opinión Consultiva OC-16/99 de 1 de octubre de 1999. Serie A Nº 16, párr. 114.
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147.	A su vez, el artículo 29.b de la Convención establece que ninguna disposición puede 

ser interpretada en el sentido de “limitar el goce y ejercicio de cualquier derecho o liber-

tad que pueda estar reconocido de acuerdo con las leyes de cualquiera de los Estados 

partes o de acuerdo con otra convención en que sea parte uno de dichos Estados”.

148.	Mediante una interpretación evolutiva de los instrumentos internacionales de pro-

tección de derechos humanos, tomando en cuenta las normas de interpretación aplica-

bles y, de conformidad con el artículo 29.b de la Convención -que prohíbe una interpre-

tación restrictiva de los derechos- , esta Corte considera que el artículo 21 de la Conven-

ción protege el derecho a la propiedad en un sentido que comprende, entre otros, los 

derechos de los miembros de las comunidades indígenas en el marco de la propiedad 

comunal, la cual también está reconocida en la Constitución Política de Nicaragua.

149.	Dadas las características del presente caso, es menester hacer algunas precisiones 

respecto del concepto de propiedad en las comunidades indígenas. Entre los indígenas 

existe una tradición comunitaria sobre una forma comunal de la propiedad colectiva de la 

tierra, en el sentido de que la pertenencia de ésta no se centra en un individuo sino en el 

grupo y su comunidad. Los indígenas por el hecho de su propia existencia tienen derecho 

a vivir libremente en sus propios territorios; la estrecha relación que los indígenas man-

tienen con la tierra debe de ser reconocida y comprendida como la base fundamental de 

sus culturas, su vida espiritual, su integridad y su supervivencia económica. Para las co-

munidades indígenas la relación con la tierra no es meramente una cuestión de posesión 

y producción sino un elemento material y espiritual del que deben gozar plenamente, 

inclusive para preservar su legado cultural y transmitirlo a las generaciones futuras.

[…]

151. El derecho consuetudinario de los pueblos indígenas debe ser tenido especialmente 

en cuenta, para los efectos de que se trata. Como producto de la costumbre, la posesión 

de la tierra debería bastar para que las comunidades indígenas que carezcan de un título 

real sobre la propiedad de la tierra obtengan el reconocimiento oficial de dicha propiedad 

y el consiguiente registro.

[…]

153.	La Corte considera que, conforme a lo establecido en el artículo 5 de la Constitución 

Política de Nicaragua, los miembros de la Comunidad Awas Tingni tienen un derecho 
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de propiedad comunal sobre las tierras donde actualmente habitan, sin perjuicio de los 

derechos de otras comunidades indígenas. Sin embargo, la Corte advierte que los límites 

del territorio sobre los cuales existe tal derecho de propiedad no han sido efectivamente 

delimitados y demarcados por el Estado. Esta situación ha creado un clima de incertidum-

bre permanente entre los miembros de la Comunidad Awas Tingni en cuanto no saben 

con certeza hasta dónde se extiende geográficamente su derecho de propiedad comunal 

y, consecuentemente, desconocen hasta dónde pueden usar y gozar libremente de los 

respectivos bienes. En este entendido, la Corte estima que los miembros de la Comuni-

dad Awas Tigni tienen derecho a que el Estado, 1. Delimite, demarque y titule el territorio 

de propiedad de la Comunidad; y 2. Se abstenga de realizar, hasta tanto no se realice 

esa delimitación, demarcación y titulación, actos que puedan llevar a que los agentes 

del propio Estado, o terceros que actúen con su aquiescencia o su tolerancia, afecten la 

existencia, el valor, el uso o el goce de los bienes ubicados en la zona geográfica donde 

habitan y realizan sus actividades los miembros de la Comunidad.

En atención a lo anterior, y teniendo presente el criterio adoptado por la Corte en aplicación 

del artículo 29.b de la Convención (…), la Corte estima que, a la luz del artículo 21 de la 

Convención, el Estado ha violado el derecho al uso y el goce de los bienes de los miembros 

de la Comunidad Mayagna Awas Tingni, toda vez que no ha delimitado y demarcado su 

propiedad comunal, y que ha otorgado concesiones a terceros para la explotación de bienes 

y recursos ubicados en un área que puede llegar a corresponder, total o parcialmente, a los te-

rrenos sobre los que deberá recaer la delimitación, demarcación y titulación correspondientes. 

155. Por todo lo expuesto, la Corte concluye que el Estado violó el artículo 21 de la 

Convención Americana, en perjuicio de los miembros de la Comunidad Mayagna (Sumo) 

Awas Tingni, en conexión con los artículos 1.1 y 2 de la Convención.

[…]

XI.	Aplicación del artículo 63.1 - Reparaciones

Consideraciones de la Corte

[…]

163.	En el presente caso, la Corte ya estableció que Nicaragua violó los artículos 25 y 

21 de la Convención en relación con los artículos 1.1 y 2 de la misma. Al respecto, este 
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Tribunal ha reiterado en su jurisprudencia constante que es un principio de derecho inter-

nacional que toda violación de una obligación internacional que haya producido un daño 

comporta el deber de repararlo adecuadamente63.

164. Por la razón anterior, de conformidad con el artículo 2 de la Convención Americana 

sobre Derechos Humanos, esta Corte considera que el Estado debe adoptar las medidas 

legislativas, administrativas y de cualquier otro carácter que sean necesarias para crear un 

mecanismo efectivo de delimitación, demarcación y titulación de las propiedades de las 

comunidades indígenas, acorde con el derecho consuetudinario, los valores, usos y costum-

bres de éstas. Asimismo, como consecuencia de las violaciones señaladas de los derechos 

consagrados en la Convención en el presente caso, la Corte dispone que el Estado deberá 

proceder a delimitar, demarcar y titular las tierras que corresponden a los miembros de la 

Comunidad Awas Tingni, en un plazo máximo de 15 meses, con la plena participación, y 

tomando en consideración el derecho consuetudinario, valores, usos y costumbres de la 

Comunidad. Mientras no se hayan delimitado, demarcado y titulado las tierras de los miem-

bros de la Comunidad, Nicaragua se debe abstener de realizar actos que puedan llevar a 

63	 cfr. Caso Cesti Hurtado. Reparaciones, (art. 63.1 Convención Americana sobre Derechos Humanos). Senten-

cia de 31 de mayo de 2001. Serie C No. 78, párr. 32; Caso de los “Niños de la Calle” (Villagrán Morales y 

otros vs. Guatemala). Reparaciones, (art. 63.1 Convención Americana sobre Derechos Humanos). Sentencia 

26 de mayo de 2001. Serie C Nº 77, párr. 59; Caso de la” Panel Blanca” (Paniagua Morales y otros vs. 

Guatemala). Reparaciones, (art. 63.1 Convención Americana sobre Derechos Humanos). Sentencia de 25 

de mayo de 2001. Serie C Nº 76, párr. 75; Caso Ivcher Bronstein, Sentencia de 6 de febrero de 2001. Serie 

C Nº 74 párr. 177; Caso Baena Ricardo y otros, Sentencia de 2 de febrero de 2001. Serie C Nº 72, párr. 201; 

Caso del Tribunal Constitucional, Sentencia de 31 de enero 2001. Serie C Nº 71, párr. 118; Caso Suárez 

Rosero. Reparaciones (art. 63.1 Convención Americana sobre Derechos Humanos). Sentencia de 20 de ene-

ro de 1999. Serie C Nº 44, párr. 40; Caso Loayza Tamayo. Reparaciones (Art. 63.1 Convención Americana 

sobre Derechos Humanos), Sentencia de 27 de noviembre de 1998. Serie C Nº 42, párr. 84; Caso Caballero 

Delgado y Santana. Reparaciones (art. 63.1 Convención Americana sobre Derechos Humanos). Sentencia 

de 29 de enero de 1997. Serie C Nº 31, párr. 15; Caso Neira Alegría y Otros. Reparaciones (art. 63.1 Con-

vención Americana sobre Derechos Humanos). Sentencia de 19 de septiembre de 1996. Serie C Nº 29, párr. 

36; Caso El Amparo. Reparaciones (art. 63.1 Convención Americana sobre Derechos Humanos). Sentencia 

de 14 de septiembre de 1996. Serie C Nº 28, párr. 14; y Caso Aloeboetoe y Otros. Reparaciones (art. 63.1 

Convención Americana sobre Derechos Humanos). Sentencia de 10 de septiembre de 1993. Serie C Nº 15, 

párr. 43. En igual sentido, cfr., Reparation for Injuries Suffered in the Service of the United Nations, Advisory 

Opinion, I.C.J. Reports 1949, p. 184; Factory at Chorzów, Merits, Judgment Nº 13, 1928, P.C.I.J., Series A, 

Nº 17, p. 29; y Factory at Chorzów, Jurisdiction, Judgment No. 8, 1927, P.C.I.J., Series A, Nº 9, p. 21.

Este libro forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx 
http://biblio.juridicas.unam.mx/bjv

Libro completo en: 
https://goo.gl/3YULja

DR © 2014. Centro por la Justicia y el Derecho Internacional. Buenos Aires: 
Center for Justice and International Law - CEJIL. http://www.cejil.org/



Pu
eb

lo
s I

nd
íg

en
as

10

que los agentes del propio Estado, o terceros que actúen con su aquiescencia o su toleran-

cia, afecten la existencia, el valor, el uso o el goce de los bienes ubicados en la zona geográ-

fica donde habitan y realizan sus actividades los miembros de la Comunidad Awas Tingni.

[…]

167.	La Corte considera que debido a la situación en la cual se encuentran los miembros 

de la Comunidad Awas Tingni por falta de delimitación, demarcación y titulación de su 

propiedad comunal, el daño inmaterial ocasionado debe además ser reparado, por vía 

sustitutiva, mediante una indemnización pecuniaria. En las circunstancias del caso es 

preciso recurrir a esta clase de indemnización fijándola conforme a la equidad y basán-

dose en una apreciación prudente del daño inmaterial, el cual no es susceptible de una 

tasación precisa65. (…)

[…]

XII.	 Puntos Resolutivos

173.	Por tanto,

La Corte,

1.	 declara que el Estado violó el derecho a la protección judicial consagrado en el 

artículo 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, en perjuicio de los 

miembros de la Comunidad Mayagna (Sumo) Awas Tingni, en conexión con los artículos 

1.1 y 2 de la Convención, (…).

65	 cfr. Caso Cesti Hurtado. Reparaciones, (art. 63.1 Convención Americana sobre Derechos Humanos). Sentencia 

de 31 de mayo de 2001. Serie C No. 78, párr. 51; Caso de la” Panel Blanca” (Paniagua Morales y otros vs. 

Guatemala). Reparaciones, Reparaciones (art. 63.1 Convención Americana sobre Derechos Humanos). Sen-

tencia de 25 de mayo de 2001. Serie C Nº 76, párr. 105; Caso Ivcher Bronstein, Sentencia de 6 de febrero 

de 2001. Serie C Nº 74, párr. 183; Caso Baena Ricardo y otros, supra nota 9, párr. 206; y Caso Castillo Páez, 

Reparaciones (Art. 63.1 Convención Americana sobre Derechos Humanos). Sentencia de 27 de noviembre 

de 1998. Serie C Nº 43, párr. 84. También cfr., inter alia, Eur. Court H.R., Wiesinger Judgment of 30 October 

1991, series A no. 213, para. 85; Eur. Court H.R., Kenmmache v. France (Article 50) judgment of 2 November 

1993, Series A no. 270-B, para. 11; Eur. Court H.R., Mats Jacobsson judgment of 28 June 1990, Series A no. 

180-A, para. 44; y Eur. Court H.R., Ferraro judgment of 19 February 1991, Series A no. 197-A, para. 21.
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2.	 declara que el Estado violó el derecho a la propiedad consagrado en el artículo 21 

de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, en perjuicio de los miembros de 

la Comunidad Mayagna (Sumo) Awas Tingni, en conexión con los artículos 1.1 y 2 de la 

Convención, (…).

3.	 decide que el Estado debe adoptar en su derecho interno, de conformidad con el ar-

tículo 2 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, las medidas legislativas, 

administrativas y de cualquier otro carácter que sean necesarias para crear un mecanismo 

efectivo de delimitación, demarcación y titulación de las propiedades de las comunidades 

indígenas, acorde con el derecho consuetudinario, los valores, usos y costumbres de és-

tas, (…).

4.	 decide que el Estado deberá delimitar, demarcar y titular las tierras que correspon-

den a los miembros de la Comunidad Mayagna (Sumo) Awas Tingni y abstenerse de 

realizar, hasta tanto no se efectúe esa delimitación, demarcación y titulación, actos que 

puedan llevar a que los agentes del propio Estado, o terceros que actúen con su aquies-

cencia o su tolerancia, afecten la existencia, el valor, el uso o el goce de los bienes ubi-

cados en la zona geográfica donde habitan y realizan sus actividades los miembros de la 

Comunidad Mayagna (Sumo) Awas Tingni, (…).

5.	 declara que la presente Sentencia constituye, per se, una forma de reparación para 

los miembros de la Comunidad Mayagna (Sumo) Awas Tingni.

6.	 decide, por equidad, que el Estado debe invertir, por concepto de reparación del 

daño inmaterial, en el plazo de 12 meses, la suma total de US$ 50.000 (cincuenta mil 

dólares de los Estados Unidos de América) en obras o servicios de interés colectivo en 

beneficio de la Comunidad Mayagna (Sumo) Awas Tingni, de común acuerdo con ésta y 

bajo la supervisión de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, (…).

7.	 decide, por equidad, que el Estado debe pagar a los miembros de la Comunidad 

Mayagna (Sumo) Awas Tingni, por conducto de la Comisión Interamericana de Derechos 

Humanos, la suma total de US$ 30.000 (treinta mil dólares de los Estados Unidos de 

América) por concepto de gastos y costas en que incurrieron los miembros de dicha Co-

munidad y sus representantes, ambos causados en los procesos internos y en el proceso 

internacional ante el sistema interamericano de protección, (…).

[…]
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Voto Razonado Conjunto de los Jueces  
A.A. Cançado Trindade, M. Pacheco Gómez y A. Abreu 
Burelli

[…]

6.	 Como se desprende de los testimonios y peritajes rendidos en la citada audiencia 

pública, la Comunidad tiene una tradición contraria a la privatización y a la comercializa-

ción y venta (o alquiler) de los recursos naturales (y su explotación)5. El concepto comunal 

de la tierra - inclusive como lugar espiritual - y sus recursos naturales forman parte de su 

derecho consuetudinario; su vinculación con el territorio, aunque no esté escrita, integra 

su vida cotidiana, y el propio derecho a la propiedad comunal posee una dimensión cul-

tural. En suma, el habitat forma parte integrante de su cultura, transmitida de generación 

en generación. 

7.	 La Corte Interamericana ha recogido debidamente estos elementos, en el párrafo 

149 de la presente Sentencia, en el cual señala que “(...) Entre los indígenas existe una 

tradición comunitaria sobre una forma comunal de la propiedad colectiva de la tierra, en 

el sentido de que la pertenencia de ésta no se centra en un individuo sino en el grupo y 

su comunidad. (...) Para las comunidades indígenas la relación con la tierra no es mera-

mente una cuestión de posesión y producción sino un elemento material y espiritual del 

que deben gozar plenamente, inclusive para preservar su legado cultural y transmitirlo a 

las generaciones futuras”.

8.	 Consideramos necesario ampliar este elemento conceptual con un énfasis en la 

dimensión intertemporal de lo que nos parece caracterizar la relación de los indígenas de 

la Comunidad con sus tierras. Sin el uso y goce efectivos de estas últimas, ellos estarían 

privados de practicar, conservar y revitalizar sus costumbres culturales, que dan sentido a 

su propia existencia, tanto individual como comunitaria. El sentimiento que se desprende 

es en el sentido de que, así como la tierra que ocupan les pertenece, a su vez ellos per-

tenecen a su tierra. Tienen, pues, el derecho de preservar sus manifestaciones culturales 

pasadas y presentes, y el de poder desarrollarlas en el futuro.

5	 Cf., v.g., el testimonio del Sr. Charly Webster Mclean Cornelio, miembro de la Comunidad Mayagna, in 

ibid., p. 40, y el peritaje del Sr. Rodolfo Stavenhagen Gruenbaum, antropólogo y sociólogo, in ibid., p. 

78.
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9.	 De ahí la importancia del fortalecimiento de la relación espiritual y material de los 

miembros de la Comunidad con las tierras que han ocupado, no sólo para preservar el 

legado de las generaciones pasadas, sino también para asumir y desempeñar las respon-

sabilidades que ellos asumen respecto de las generaciones por venir. De ahí, además, la 

necesaria prevalencia que atribuyen al elemento de la conservación sobre la simple ex-

plotación de los recursos naturales. Su forma comunal de propiedad, mucho más amplia 

que la concepción civilista (jusprivatista), debe, a nuestro juicio, ser apreciada desde este 

prisma, inclusive bajo el artículo 21 de la Convención Americana sobre Derechos Huma-

nos, a la luz de los hechos del cas d’espèce.

10.	 La preocupación por el elemento de la conservación refleja una manifestación cul-

tural de la integración del ser humano con la naturaleza y el mundo en que vive. Esta 

integración, creemos, se proyecta tanto en el espacio como en el tiempo, por cuanto nos 

relacionamos, en el espacio, con el sistema natural de que somos parte y que debemos 

tratar con cuidado, y, en el tiempo, con otras generaciones (las pasadas y las futuras)6, en 

relación con las cuales tenemos obligaciones. 

11.	 Manifestaciones culturales del género forman, a su vez, el substratum de las normas 

jurídicas que deben regir las relaciones de los comuneros inter se y con sus bienes. Como 

oportunamente lo recuerda la presente Sentencia de la Corte, la propia Constitución 

Política vigente de Nicaragua dispone sobre la preservación y el desarrollo de la identidad 

cultural (en la unidad nacional), y las formas propias de organización social de los pue-

blos indígenas, así como el mantenimiento de las formas comunales de propiedad de sus 

tierras y el goce, uso y disfrute de las mismas (artículo 5)7.

12.	 Estas formas de manifestación cultural y auto-organización social se han, de ese 

modo, concretado, a lo largo del tiempo, en normas jurídicas y en jurisprudencia, en los 

6	 Las generaciones futuras comienzan a atraer la atención de la doctrina contemporánea del derecho inter-

nacional: cf., v.g., A.-Ch. Kiss, “La notion de patrimoine commun de l’humanité”, 175 Recueil des Cours 

de l’Académie de Droit International de La Haye (1982) pp. 109-253; E. Brown Weiss, In Fairness to Future 

Generations: International Law, Common Patrimony and Intergenerational Equity, Tokyo/Dobbs Ferry N.Y., 

United Nations University/Transnational Publs., 1989, pp. 1-351; E. Agius y S. Busuttil et alii (eds.), Future 

Generations and International Law, London, Earthscan, 1998, pp. 3-197; J. Symonides (ed.), Human Rights: 

New Dimensions and Challenges, Paris/Aldershot, UNESCO/Dartmouth, 1998, pp. 1-153.

7	 Cf. también los artículos 89 y 180 de la Constitución Política vigente de Nicaragua. 
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planos tanto internacional como nacional. No es esta la primera vez que la Corte Intera-

mericana ha tenido presentes las prácticas culturales de colectividades. (…).

13.	 (…) en esta Sentencia sobre el fondo en el caso de la Comunidad Mayagna (Sumo) 

Awas Tingni, la Corte, por primera vez, profundiza en el análisis de la materia, en una 

aproximación a una interpretación integral de la cosmovisión indígena, como punto cen-

tral de la presente Sentencia. 

14.	 En efecto, muchas son, en nuestros días, las sociedades multiculturales, y la aten-

ción debida a la diversidad cultural nos parece que constituye un requisito esencial 

para asegurar la eficacia de las normas de protección de los derechos humanos, en los 

planos nacional e internacional. Del mismo modo, consideramos que la invocación de 

las manifestaciones culturales no puede atentar contra los estándares universalmente 

reconocidos de observancia y respeto a los derechos fundamentales de la persona 

humana. Así, al mismo tiempo que afirmamos la importancia de la atención debida a 

la diversidad cultural, inclusive para el reconocimiento de la universalidad de los de-

rechos humanos, rechazamos con firmeza las distorsiones del llamado “relativismo” 

cultural.

15.	 La interpretación y aplicación dadas por la Corte Interamericana al contenido nor-

mativo del artículo 21 de la Convención Americana en el presente caso de la Comunidad 

Mayagna (Sumo) Awas Tingni representan, a nuestro modo de ver, una contribución po-

sitiva a la protección de la forma comunal de propiedad prevaleciente entre los miembros 

de dicha Comunidad. Esta concepción comunal, además de los valores en ella subyacen-

tes, tiene una cosmovisión propia, y una importante dimensión intertemporal, al poner 

de manifiesto los lazos de solidaridad humana que vinculan a los vivos con sus muertos y 

con los que están por venir. 

Voto Razonado Concurrente del  
Juez Hernán Salgado Pesantes

1.	 La tenencia de la tierra por parte de los pueblos y comunidades indígenas, sea a 

título de propiedad comunal o de posesión ancestral, ha sido reconocida en nuestro Con-

tinente como un derecho y muchos países latinoamericanos lo han consagrado a nivel 

constitucional.
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2.	 Este derecho a la tierra, reivindicado por los indígenas, se inscribe en el derecho 

a la propiedad; sin embargo desborda este concepto tradicional en el que prima la 

relación individual. Por otro lado, la propiedad comunal o colectiva cumple de mejor 

manera con la exigencia insoslayable de la función social porque ésta es parte de su 

naturaleza.  

3.	 El aporte antropológico del siglo XX dejó en claro que las culturas indígenas tienen 

una vinculación muy particular con la tierra secular de sus antepasados, en la cual cum-

plen su ciclo vital y donde buscan alcanzar su plenitud humana espiritual y material.

4.	 En este caso, en que existen diversos asentamientos de comunidades indígenas 

(traslapes), cuando el Estado proceda a delimitar y demarcar la propiedad comunal 

debe primar un criterio de proporcionalidad que consiste en que el Estado, con la par-

ticipación de los interesados, entregue las tierras que son necesarias para desarrollar 

y garantizar las formas de vida de todos los habitantes-miembros de las comunidades 

indígenas.

5.	 Por último, cuando se invoca el derecho de propiedad se debe tener presente que el 

goce y ejercicio del derecho de propiedad trae consigo un cúmulo de deberes, desde los 

morales y políticos hasta los de índole social. Junto a ellos está el deber jurídico reflejado 

en las limitaciones impuestas por la ley en un Estado democrático. Según la Convención 

Americana: “La Ley puede subordinar tal uso y goce al interés social.” (Art. 21.1). 

Voto Razonado Concurrente del  
Juez Sergio García Ramírez a la Sentencia de Fondo y 
Reparaciones del Caso “Comunidad Mayagna (Sumo) 
Awas Tingni”.

[…]

6.	 Diversos instrumentos internacionales concernientes a la vida, cultura y derechos 

de los indígenas invocan el reconocimiento explícito de sus instituciones jurídicas y, entre 

ellas, de las formas de propiedad que han prevalecido y prevalecen entre aquéllos. De 

la revisión de estos textos, a la que acude una amplia corriente de convicciones, expe-

riencias y exigencias, se desprenden la legitimidad que tienen y el respeto que merecen 

esos sistemas de tenencia de la tierra, así como la necesidad que existe, en tal virtud, 

de proveer a su reconocimiento y defensa. El ámbito de los derechos individuales de los 
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indígenas y colectivos de sus pueblos se integra, por ende, con las estipulaciones de los 

instrumentos generales sobre derechos humanos, aplicables a todas las personas, ilustra-

das con los datos que constan en esos otros catálogos específicos, acerca de los cuales 

existe un consenso cada vez más amplio y resuelto. Estos datos constituyen elementos 

útiles más todavía, indispensables para la interpretación de las normas convencionales 

que debe aplicar la Corte. 

7.	 En este orden de ideas, el Convenio Nº 169 sobre Pueblos Indígenas y Tribales en 

Países Independientes, adoptado por la 76ª. Conferencia Internacional del Trabajo (Gi-

nebra, 1989), animado por la idea de la existencia perdurable de los pueblos indígenas y 

tribales --con respeto a su identidad y a las instituciones que son producto y resguardo de 

ésta--, sostuvo que “los gobiernos deberán respetar la importancia especial que para las 

culturas y valores espirituales de los pueblos interesados reviste su relación con las tierras 

o territorios, o con ambos, según los casos, que ocupan o utilizan de alguna otra manera, 

y en particular, los aspectos colectivos de esa relación” (artículo 13.1); y señaló asimismo: 

“Deberá reconocerse a los pueblos interesados el derecho de propiedad y de posesión 

sobre las tierras que tradicionalmente ocupan” (artículo 14.1).

8.	 El Proyecto de Declaración sobre Discriminación contra las Poblaciones Indígenas, 

emanado de la Subcomisión de Prevención de Discriminaciones y Protección a las Mino-

rías de la Comisión de Derechos Humanos del Consejo Económico y Social de Naciones 

Unidas (E/CN.4/Sub.2/1994/2/Add.1, 20 de abril de 1994) se refiere claramente a estas 

mismas cuestiones y contribuye a fijar, de esa manera, el criterio de la comunidad jurídica 

internacional en torno a los temas que atañen a los grupos indígenas y a sus integrantes. 

En efecto, el artículo 2 estipula: “Los pueblos indígenas tienen derecho a conservar y 

reforzar (...) sus sistemas jurídicos (...)”. Adelante, el artículo 25 señala que esos pue-

blos “tienen derecho a mantener y fortalecer su propia relación espiritual y material con 

sus tierras, territorios, aguas, mares costeros y otros recursos que tradicionalmente han 

poseído u ocupado o utilizado de otra forma y a asumir las responsabilidades que a ese 

propósito les incumben respecto de las generaciones venideras”; y el artículo 26, que 

afirma el derecho de esos pueblos a “poseer, desarrollar, controlar y utilizar sus tierras y 

territorios”, advierte que ello “incluye el derecho al pleno reconocimiento de sus leyes, 

tradiciones y costumbres, sistemas de tenencia de la tierra (...) y el derecho a que los Es-

tados adopten medidas eficaces para prevenir toda injerencia, usurpación o invasión en 

relación con estos derechos”. 

[…]
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10.	 Diversos ordenamientos iberoamericanos contienen disposiciones semejantes, ins-

piradas en una misma experiencia histórica y cultural. Entre ellos figura la Constitución 

de Nicaragua, país bajo cuya jurisdicción se halla la Comunidad Mayagna (Sumo) Awas 

Tingni, localizada en el ámbito de la Costa Atlántica de ese país centroamericano. Dicha 

Constitución, bajo el rubro “Derechos de las comunidades de la Costa Atlántica”, esta-

blece: “El Estado reconoce las formas comunales de propiedad de las tierras de la Comu-

nidad de la Costa Atlántica. Igualmente reconoce el goce, uso y disfrute de las aguas y 

bosques de sus tierras comunales”. Este reconocimiento categórico debe ser considerado 

a la hora de interpretar y aplicar la Convención Americana, conforme al ya citado artículo 

29. a) de ésta. 

11.	 En el examen de este caso, el tribunal se planteó el alcance del artículo 21 de la 

Convención Americana, que bajo el epígrafe “Derecho a la Propiedad Privada” reconoce 

que “(t)oda persona tiene derecho al uso y goce de sus bienes”. En el examen de esta 

cuestión, se tuvieron a la vista los trabajos preparatorios de la Convención, de los que se 

desprende el proceso seguido hasta culminar en la expresión que hoy contiene el artículo 

21. En un primer momento se propuso recoger en este precepto, explícitamente, el de-

recho a la propiedad privada. Posteriormente varió la fórmula para quedar como actual-

mente aparece: derecho al uso y goce de bienes. Son estos los extremos que caracterizan 

el derecho de los sujetos amparados por la Convención. Obviamente, no existe sólo un 

modelo de uso y goce de bienes. Cada pueblo, conforme a su cultura, intereses, aspi-

raciones, costumbres, características y creencias puede instituir cierta versión del uso y 

goce de los bienes. En suma, se trata de conceptos históricos que deben ser examinados 

y entendidos desde esta misma perspectiva.

[…]

13.	 En ese caso se halla el régimen de la propiedad indígena, que no excluye otras 

formas de propiedad o tenencia de la tierra --producto de un proceso histórico y cultural 

diferente--, sino concurre con ellas en la formación del amplio y plural espacio de los 

derechos con que cuentan los habitantes de diversos países americanos. Este conjunto 

de derechos, que se hallan comunicados por coincidencias esenciales --la idea nuclear del 

uso y aprovechamiento de los bienes--, pero muestran asimismo diferencias importantes 

--sobre todo en orden a la disposición final de esos bienes--, constituyen el sistema de 

propiedad que caracteriza a la mayoría de nuestros países. Desconocer las versiones espe-

cíficas del derecho al uso y goce de los bienes que consagra el artículo 21 de la Conven-

ción Americana, y pretender que únicamente existe una forma de usar y disfrutar de los 
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bienes, equivaldría a negar a millones de personas la tutela de ese precepto, sustrayén-

dolos así del reconocimiento y la protección de derechos esenciales, que se brindan, en 

cambio, a las demás personas. De esta suerte, lejos de asegurar la igualdad de todas las 

personas, se establecería una desigualdad contraria a las convicciones y a los propósitos 

que inspiran el sistema continental de los derechos humanos.

14.	 En el análisis del tema sujeto a su jurisdicción, la Corte Interamericana contempló 

los derechos de uso y goce reconocidos en el artículo 21 desde la perspectiva, perfec-

tamente válida, de los miembros de las comunidades indígenas. En mi concepto, esta 

forma de analizar el tema, para los fines de la presente Sentencia, no implica en modo al-

guno desconocer o negar derechos de otra naturaleza o alcance vinculados con aquéllos, 

como son los de carácter colectivo, a los que con la mayor frecuencia aluden las normas e 

instrumentos nacionales e internacionales que he invocado en este voto. Es indispensable 

observar que estos derechos comunitarios, que forman parte entrañable de la cultura 

jurídica de muchos pueblos indígenas, y por lo tanto de sus integrantes, constituyen la 

fuente y el amparo de los derechos subjetivos individuales. En suma, existe una íntima e 

indisoluble vinculación entre los derechos de ambos órdenes --individuales y colectivos--, 

de cuya vigencia efectiva depende la genuina tutela de las personas que forman parte de 

los grupos étnicos indígenas. 

15.	 En el curso de la audiencia realizada para recibir pruebas sobre el fondo del litigio 

que la Corte ha juzgado, se recibieron dictámenes que aluden directamente al punto 

mencionado en el párrafo anterior. Así, el perito Rodolfo Stavenhagen Gruenbaum hizo 

notar --como se lee en la versión sintética de su dictamen verbal, recogido en esta Sen-

tencia-- que “(e)n ciertos contextos históricos los derechos de la persona humana se 

garantizan y se pueden ejercer plenamente sólo si se reconocen los derechos de la colec-

tividad y de la comunidad a la que pertenece esta persona desde su nacimiento y de la 

que forma parte y la cual le da los elementos necesarios para poder sentirse plenamente 

realizado como ser humano, que significa también ser social y cultural”.

[…]

17.	 La Sentencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el Caso de la 

Comunidad Mayagna (Sumo) Awas Tingni contribuye al reconocimiento de unas relacio-

nes jurídicas específicas, que concurren a integrar el estatuto característico de una buena 

parte de los habitantes de América, cada vez mejor comprendido y reconocido por las 

legislaciones nacionales y los instrumentos internacionales. El tema de esta Sentencia, y 

Este libro forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx 
http://biblio.juridicas.unam.mx/bjv

Libro completo en: 
https://goo.gl/3YULja

DR © 2014. Centro por la Justicia y el Derecho Internacional. Buenos Aires: 
Center for Justice and International Law - CEJIL. http://www.cejil.org/



Com
unidad M

ayagna (Sum
o) Aw

as Tingni vs. N
icaragua

19

por ende ella misma, se sitúa en un punto de convergencia entre derechos civiles y dere-

chos económicos, sociales y culturales; dicho de otra manera: se halla en el punto al que 

concurren el Derecho civil y el Derecho social. La Convención Americana, aplicada en los 

términos de la interpretación que ella misma autoriza, y que además figura en las reglas 

de la materia conforme al Derecho de los Tratados, debe significar y en efecto significa 

un sistema normativo de protección segura para los indígenas de nuestro Continente, no 

menos que para los otros pobladores de los países americanos a los que llega el sistema 

tutelar de la Convención Americana.
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